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INTRODUCCIÓN 

 

Esta tesis tiene como objeto principal analizar el impacto, aportes y limitaciones de la Ley 

N° 20.285, de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la 

Administración del Estado (LAIP)1 durante el estallido social de 2019 y 2020. Dicha norma 

entró en vigencia el 20 de abril de 2009 y su objetivo principal es regular el principio de 

transparencia y el derecho de acceso a la información de los órganos de la Administración 

del Estado, consagrado en el artículo 8° inciso 2 de la Constitución Política. El 18 de octubre 

de 2019, Chile enfrentó un estallido social desencadenado por el alza en las tarifas del Metro 

de Santiago caracterizado por protestas masivas y actos de violencia, que incluyeron saqueos 

y destrucción de infraestructura público2. A propósito de las violaciones a los derechos 

humanos y la violencia institucional en el estallido social, la ciudadanía ha aprovechado la 

LAIP para acceder a información y evidencias que son cruciales para la resolución de los 

casos. El análisis que se ofrece no solo busca entender el uso actual de la LAIP, sino que 

además identificar áreas de mejora que puedan fortalecer su impacto en el ámbito de los 

derechos humanos. Específicamente, este estudio busca responder a las siguientes preguntas 

de investigación: ¿De qué manera la ciudadanía utiliza la LAIP en contextos de crisis como 

el estallido social? 

 

La literatura especializada en acceso a información y transparencia se ha concentrado en 

evaluar los aportes institucionales de la LAIP, destacando aspectos como la rendición de 

cuentas (accountability), la eficacia y modernización del Estado3. El objetivo de la LAIP es 

prevenir la corrupción y reconocer el acceso a la información pública como un derecho 

fundamental, creando un estatuto autónomo con principios rectores como la apertura, 

máxima divulgación y divisibilidad. Una de sus grandes innovaciones es la creación del 

Consejo para la Transparencia (CPLT), que se concibe como un órgano especializado de 

carácter administrativo con facultades jurisdiccionales y cuyo mandato es garantizar el 

derecho de acceso a la información4.  El mecanismo más utilizado es el amparo de acceso a 

información, establecido en los artículos 24 y siguientes de la LAIP, que permite a los 

ciudadanos exigir información pública a las instituciones del Estado ante el CPLT, por 

ejemplo, durante el año 2020 se realizaron casi 250.000 solicitudes de acceso a la 

información5 y más de 8.500 amparos ante el CPLT6.  

 

Desde un punto de vista metodológico, en esta tesis se combinan tres métodos de 

investigación: documental, dogmático y empírico. El método documental es aprovechado 

para la recopilación de textos sobre transparencia y acceso a la información, así como de 

                                                 
1    Ley N° 20.285 (D.O. 20 de agosto del 2008), Sobre acceso a la información pública. 
2   Cfr. MORALES (2020), p. 4. 
3   CUNILL (2006), p. 26; OLMEDO (2006), p. 275; LARRAÍN (2008), p. 10; LETELIER y RAJEVIC (2010), p. 198; 

RAMÍREZ (2011), p. 107; OLAVARRÍA (2011), p. 45; RAJEVIC (2013), p. 280; SÁNCHEZ (2015), p. 68; 

MORENO y PEFAUR (2016), p. 44; VIAL (2018), p. 277; CASTILLO (2021), p. 13; MAÑALICH (2023), p. 13. 
4  NASH et al. (2016), p. 84. 
5     En este contexto, las solicitudes de acceso a la información a la Agencia Nacional de Inteligencia 

aumentaron un 29% entre 2019 y 2020, principalmente sobre antecedentes y materias relacionadas al 

estallido social. 
6   DE LA FUENTE (21 de octubre de 2021), Noticias. Consejo para la Transparencia. 
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documentos y estudios relacionados con el estallido social en Chile. Con el objetivo de 

abordar el marco normativo y conceptual que sustenta el acceso a la información en contextos 

de crisis social y llenar los vacíos existentes en la literatura académica, se recurre al método 

dogmático. Se enfoca el análisis en la LAIP y otras fuentes jurídicas vinculantes para estudiar 

su interpretación y aplicación por el CPLT y los tribunales de justicia en conflictos sobre 

acceso a la información. El método empírico empleará una metodología cualitativa, que 

incluirá entrevistas con los protagonistas de los amparos de acceso a la información, así como 

a abogados especializados en derechos humanos y profesionales de las ciencias sociales con 

experiencia en este tema, enfocando las entrevistas en la exploración de sus percepciones y 

experiencias con la utilización de la LAIP7. La combinación de estos métodos permitirá una 

comprensión integral de la aplicación y los efectos de la LAIP, así como de su impacto en el 

acceso a la información, la justicia y reparación en el contexto del estallido social chileno. 

 

El primer capítulo se enfoca en la LAIP, explicando sus fundamentos y marco jurídico 

nacional e internacional, junto con su consagración y creación del CPLT y proceso de amparo 

de acceso a la información. El segundo capítulo aborda el estallido social ocurrido en Chile 

el 18 de octubre de 2019 y los meses siguientes. Específicamente sus causas profundas y 

subyacentes que dan cuenta que el estallido es una respuesta a la profunda desigualdad social 

y a las deficiencias estructurales del sistema político y económico8. El tercer capítulo analiza 

dos casos específicos de amparos de solicitudes de información presentados ante el CPLT. 

El primero, Rol C-8436-19, se interpuso contra Carabineros de Chile, para solicitar el acceso 

a registros de cámaras corporales utilizadas en operativos de control de orden público durante 

el estallido social9. El segundo, Rol C-7173-22, fue presentado ante la Subsecretaría de Salud 

Pública, solicitando información sobre las atenciones de salud proporcionadas a personas 

lesionadas durante el estallido social, específicamente en relación con protocolos de atención 

y datos sobre el tratamiento de víctimas de lesiones graves, como daños oculares10. Por 

último, se presenta el cuarto capítulo con propuestas de mejora, y finalmente las conclusiones 

más relevantes. 

 

I. LEY DE ACCESO A LA INFORMACIÓN Y TRANSPARENCIA 

 

La Ley Nº 20.285 más conocida como LAIP fue promulgada el 20 de agosto de 2008 y entró 

en vigor el 20 de abril de 200911. Representa un importante avance al establecer un marco 

normativo robusto para garantizar la transparencia en la administración pública, fomentar la 

rendición de cuentas y fortalecer la confianza ciudadana en las instituciones del Estado. Su 

artículo 10 garantiza el derecho de toda persona a solicitar y recibir información de la 

Administración del Estado, incluyendo actos, resoluciones y contratos con la obligación del 

Estado de responder en 20 días hábiles, prorrogables por 10 días más, pues en caso de 

negativa, esta debe ser fundada especificando la causal legal invocada, esto es, secreto o 

                                                 
7    Las transcripciones de las cinco entrevistas realizadas se encuentran en el Anexo. Agradezco a María Belén 

Bravo, Alexis Cortés, Pietro Sferrazza, Carlo Benussi y Catalina Gaete por aceptar ser entrevistados en esta 

investigación. 
8   MORALES (2020), p. 4.  
9    CPLT. Rol C-8436-19, Catalina Gaete con Carabineros de Chile, 24 de junio del 2020. 
10    CPLT. Rol C-7173-22, Pietro Sferrazza con Subsecretaría de Salud Pública, 1° de marzo del 2023. 
11   Ley N° 20.285 (D.O. 20 de agosto del 2008), Sobre acceso a la información pública. 
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reserva (Art. 14). Además, la ley permite interponer un recurso de amparo ante el Consejo, y 

si este lo acoge, la entidad pública puede recurrir ante la Corte de Apelaciones, salvo que la 

denegación se base en el buen funcionamiento del órgano. Los solicitantes cuyo amparo sea 

rechazado también pueden recurrir de ilegalidad ante dicha Corte (Art. 28). Sin embargo, aún 

persisten brechas entre la teoría y la práctica en la implementación de la ley, lo que indica 

que los ciudadanos aún no comprenden ni ejercen plenamente sus derechos en este ámbito, 

reflejando una implementación deficiente y la necesidad de mejorar las prácticas 

institucionales para facilitar el acceso a la información pública12. 

 

La LAIP tiene como antecedente clave la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos en el caso “Claude Reyes y otros vs Chile” (2006), que destacó la importancia del 

acceso a la información como un derecho fundamental13. Esta ley se enmarca en un contexto 

de reformas constitucionales, como la Ley N° 20.050 del 200514, que modificó el artículo 8° 

de la Constitución, reforzando el principio de probidad y la publicidad de los actos estatales. 

Este marco normativo se consolidó a través de un esfuerzo integral del Estado chileno por 

fortalecer la transparencia y combatir la corrupción, evidenciado en la creación de comisiones 

investigadoras y la promulgación de leyes específicas. Entre estas iniciativas destacan la 

Comisión Nacional sobre Ética Pública de 1994, que surgió tras el escándalo en Codelco y 

resultó en la Ley N° 19.65315 sobre probidad administrativa; la Comisión Asesora 

Presidencial para el Fortalecimiento de los Principios de Transparencia y Probidad Pública 

de 2003, impulsada tras el caso MOP-Gate, que promovió reformas como la Ley N° 19.88416 

sobre transparencia y control del gasto electoral;  la Comisión Agenda de Probidad, creada 

tras el escándalo de “Chiledeportes”, que propuso la prohibición de donaciones de personas 

jurídicas a campañas políticas, plasmándose en la Ley N° 19.88517; y la Secretaría Ejecutiva 

de la Agenda de Transparencia y Probidad 2006-200818.  

 

Dado que el Estado genera muchos tipos de información, es imprescindible implementar 

mecanismos de organización y recuperación de la información19. La Ley N° 20.285 regula 

tres materias principalmente: Derecho al acceso a la información, la transparencia activa y el 

Consejo para la Transparencia20. Una de sus atribuciones principales consiste en “Resolver 

fundadamente, los reclamos por denegación de acceso a la información que le sean 

formulados contra organismos de la Administración del Estado que hayan rechazado entregar 

información” de tal forma que las personas pueden hacerlo por el sitio Web del organismo, 

                                                 
12   MORENO y PEFEAUR (2016), p. 60. 
13  CORTE IDH. Caso Claude Reyes y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de 

septiembre de 2006. Serie C No. 151, párr. 85.  
14  Ley N° 20.050 (D.O. 26 de agosto del 2005), Reforma constitucional que introduce diversas modificaciones 

a la Constitucion Política de la Republica. 
15   Ley N° 19.653 (D.O. 14 de diciembre de 1999), Sobre Probidad administrativa aplicable de los órganos de 

la administración del Estado. 
16   Ley N° 19.884 (D.O. 5 de agosto del 2003), Sobre transparencia, limite y control del gasto electoral. 
17   Ley N° 19.885 (D.O. 6 de agosto del 2003), Incentiva y norma el buen uso de donaciones que dan origen a 

beneficios tributarios y los extiende a otros fines sociales y públicos. 
18   Cfr. CASTILLO (2021), p. 34. 
19    ABRAMO (2002), p. 206. 
20   CASTILLO (2021), p. 48. 
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conforme el procedimiento descrito en los artículos 4 y siguientes de la LAIP21. Se 

fundamenta en un principio constitucional superior que prioriza el bien común en todas las 

decisiones que afectan al ciudadano e implica que la ciudadanía debe conocer no solo las 

decisiones tomadas, sino también los factores que las sustentan, lo que facilita el escrutinio 

público y la rendición de cuentas22. La transparencia no debe confundirse con otros 

conceptos, ya que actúa como un género que se expresa a través del acceso a la información, 

la participación ciudadana y la libertad de expresión, entre otros estándares23. Para lograr una 

administración pública eficiente y ética, es esencial que estos principios se implementen 

adecuadamente, permitiendo una reingeniería en el aparato administrativo que fomente la 

participación de los ciudadanos. 

 

Los conceptos “transparencia” y “acceso a la información pública”, si bien están íntimamente 

relacionados, son de naturaleza diferente. Según Leonardo Castillo: “La transparencia se trata 

de un principio de derecho público que se caracteriza por la publicidad de los actos de las 

entidades públicas, mientras que el acceso a la información sería un derecho que faculta a los 

administrados a obtener información de los administradores”24. La transparencia se puede 

clasificar en activa o pasiva. Por transparencia activa se entiende aquella información relativa 

a la gestión de los órganos de administración del Estado que es sistemática y periódicamente 

difundida25, y por transparencia pasiva a aquella que se concede a todo aquel que la solicita 

teniendo la finalidad de otorgar acceso oportuno a la información que obre en poder de los 

órganos públicos, salvo que medie razón establecida por ley26. El derecho al acceso a la 

información se vincula con el derecho a la libertad de expresión; sin embargo, esta sería la 

condición esencial sine qua non para el acceso a la información. Según Abramovich y 

Courtis, el derecho de acceso a la información con el tiempo ha evolucionado para ser visto 

como un bien colectivo; así, el derecho al “acceso” tendría otro contenido y objeto más allá 

del peticionar, al establecer condiciones objetivas para mejorar el ejercicio de los derechos 

constitucionalmente reconocidos, tanto privados como colectivos y una mayor participación 

de la cosa pública27. 

 

En el ámbito internacional, el derecho de acceso a la información forma parte del derecho a 

la libertad de expresión reconocida en la Declaración Universal de Derechos Humanos (Art. 

19), la Convención Americana de Derechos Humanos (Art. 13) y el Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos (Art. 19). La Declaración Universal de Derechos Humanos 

consagra el derecho a investigar, recibir y difundir información sin limitaciones, mientras 

que el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la CADH enfatizan la búsqueda 

y difusión de información en diversas formas, sin fronteras28. La UNESCO proclamó el 28 

de septiembre como el “Día Internacional del Derecho de Acceso Universal a la 

                                                 
21   RAJEVIC (2013), p. 280. 
22   CASTILLO (2021), p. 49. 
23   Ib. 
24   Id., p. 13.  
25   Artículo 7, Ley Nº 20.285.  
26   Artículo 10, Ley Nº 20.285. 
27    ABRAMOVICH y COURTIS (2000), pp. 3-5. 
28   CASTILLO (2021), p. 29. 
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Información”, destacando su importancia para la democracia y la libertad de expresión29. 

Además, el Objetivo de Desarrollo Sostenible (ODS) N° 16 denominado “Paz, Justicia e 

Instituciones Sólidas” de la Agenda 2030 de la ONU promueve el acceso a la justicia y a la 

información30. El acceso a la información pública fortalece la democracia al permitir el 

control de las instituciones, mejorar la participación ciudadana, modernizar el Estado y 

facilitar el ejercicio de otros derechos31, mientras que la libertad de expresión es conditio sine 

qua non para que la comunidad esté suficientemente informada32. 

 

La implementación de la LAIP en Chile ha generado un significativo aumento en las 

solicitudes de acceso a la información, reflejando un cambio hacia una cultura de apertura 

gubernamental. Como señala Eduardo Flores, este fenómeno da cuenta de problemas 

estructurales, donde la dificultad para acceder a la información pública promueve una 

dependencia excesiva de los mecanismos formales de solicitud33. Junto con dicha 

desconfianza, la ciudadanía va exigiendo paulatinamente al Estado mayores estándares de 

transparencia y más provisión de información pública34. A 30 de junio de 2024, se han 

realizado casi 2 millones de solicitudes de acceso a información pública a través del portal 

de transparencia35. Sin embargo, no todas estas solicitudes han sido satisfactorias. El CPLT 

ha conocido un total de 2.432 casos, y se han judicializado 1.609 recursos en total hasta junio 

del presente año, en tribunales superiores de justicia o tribunal36. Estas cifras evidencian una 

creciente demanda por parte de la ciudadanía de conocer y participar en la gestión pública, 

así como de ejercer sus derechos en un entorno democrático más transparente37. En este 

contexto, la eficacia de la LAIP no solo se mide por la cantidad de solicitudes, sino que 

también por la mejora continua en los procesos de gestión de la información y en la calidad 

de las respuestas proporcionadas. 

 

El estallido social de 2019 en Chile se caracterizó por un profundo malestar ciudadano que, 

entre otras cosas, puso de relieve la demanda por una mayor transparencia y acceso a la 

información pública. Este periodo de agitación social que culminó con 10.142 denuncias de 

violaciones de derechos humanos38, también llevó a un aumento en los casos presentados 

ante el CPLT por respuestas insatisfactorias o la falta de respuesta a solicitudes de 

información, destacando a instituciones vinculadas con la seguridad pública.  En 2020, las 

solicitudes de acceso a la información aumentaron en un 10% respecto al año anterior, 

alcanzando las 245.816 peticiones, debido a la falta de respuesta o respuestas insatisfactorias 

a solicitudes de información39, incluyendo solicitudes de acceso a información relacionadas 

                                                 
29    UNESCO. Conferencia General, N° 38, 18 de noviembre de 2015. 
30    ONU. “Objetivos de Desarrollo Sostenible”, 2015. 
31    NASH, et al. (2016), p. 68. 
32  CORTE IDH. Caso Claude Reyes y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de 

septiembre de 2006. Serie C No. 151, párr. 85.  
33   FLORES-TREJO (2005), p.  6. 
34   MORENO y PEFAUR (2016), p. 47. 
35   CONSEJO PARA LA TRANSPARENCIA, Portal de Transparencia. 
36    Ib. 
37   MORENO y PEFAUR (2016), pp. 46 y 47. 
38    Entrevista a María Belén Bravo, Coordinadora Jurídica de Amnistía Internacional Chile, 6 de noviembre de 

2024. 
39   DE LA FUENTE (2021, 21 de octubre), Noticias Consejo para la Transparencia. 
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con el estallido social. Las instituciones más reclamadas ante el CPLT el 2020 fueron la 

Subsecretaría de Salud Pública, con 336 casos; el Registro Civil, con 223; Carabineros, con 

207; la Subsecretaría de Interior, con 187; la Subsecretaría de Redes Asistenciales, con 148, 

y el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, con 13240. Luego de dos años del estallido 

social, la presidenta del CPLT, Gloria de la Fuente, destacó avances como el acceso a 

grabaciones de cámaras Go Pro de la policía y la fiscalización de registros de detenidos41.  

 

II. ESTALLIDO SOCIAL EN CHILE Y TRANSPARENCIA 

 

Este capítulo analiza los factores que originaron las jornadas de protesta y sus repercusiones 

jurídicas y sociales en la primavera de 2019. Según Mario Garcés un estallido social es un 

“acto multifacético de alteración del orden preestablecido que congrega a diversos actores, 

con sus propias dinámicas, que se sabe de antemano que tiene principio y fin, y que en 

muchos casos representa una “oportunidad” para hacer justicia por vía práctica”42.  El 18 de 

octubre de 2019 Chile vivió uno de los momentos más críticos para su gobierno y su 

democracia. De las 136 estaciones del Metro de Santiago, 118 sufrieron daños43. Además, 

dejó un total de 34 personas muertas, 460 personas con pérdida de visión por balines y 

perdigones44, 194 denuncias de mujeres por violencia sexual45, y 3.581 personas heridas46, 

dejando una cifra de más de 10.000 denuncias por estos hechos, habiendo sólo hasta la fecha, 

43 condenas47. Aunque el alza en las tarifas del Metro fue señalada como el detonante de las 

protestas48, en este capítulo se analizan las causas profundas del estallido social. No cabe 

dudas de que el estallido no solo expuso profundas desigualdades económicas y sociales, sino 

que también dejó en evidencia la crisis de confianza en las instituciones y marcó un punto de 

inflexión en la historia reciente de Chile, cuyas repercusiones jurídicas y sociales continúan 

hasta hoy. 

 

Acorde a la literatura especializada en la materia49, es posible identificar como causa 

subyacente principal del estallido social en Chile de 2019 el modelo neoliberal e institucional, 

el cual ha sido ampliamente criticado por su incapacidad de dar respuesta a las demandas 

sociales. Junto a ello, se destacan otras causas relevantes como la crisis de representación, 

los movimientos sociales estudiantiles y la crisis de probidad. El estallido social en Chile de 

                                                 
40   Ib. 
41   Ib. 
42   GARCÉS (2019), p. 8. 
43  GONZÁLEZ (29 de octubre de 2019), Bio Bio Chile; MORALES (2020), p. 4; DEUTSCHE WELLE (25 de 

septiembre de 2020), Política DW; DAMMERT y SAZO (20 de marzo de 2021), Ciper Chile; VERDEJO (17 de 

enero de 2023), La Tercera. 
44  ALVARADO y SPYER (2021), p. 46; FRANCE24 (17 de octubre de 2020). Minuto a minuto France24; 

GUTIÉRREZ (18 de octubre del 2021), Contracarga. 
45    INDH (18 de octubre de 2023), Noticias INDH. 
46    Ib. 
47   MARÍA BELÉN BRAVO, Coordinadora Jurídica de Amnistía Internacional, en Seminario Volver a mirar(nos): 

A 5 años de octubre de 2019, Universidad de Chile, 2 de octubre del 2024. 
48    MORALES (2020), p. 4. 
49   CORTÉS (2019), p. 80; GARCÉS (2019), p. 1; ASTE (2020), p. 4; MORALES (2020), p. 4; RIVERA et al. (2021), 

p. 19; BRIONES (2022), p. 170; RODRÍGUEZ y DUARTE (2022), p. 5; SANTIBÁÑEZ (2022), p. 170; ALZUETA 

(2023), p. 5; GORDON (2023), p. 42. 
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2019 puede entenderse, en primer lugar, como una crítica profunda al sistema político que 

sostiene el modelo económico neoliberal y a la ilegitimidad persistente de la Constitución 

vigente, cuyos contenidos han tensionado el ejercicio de las demandas sociales en los últimos 

años. Chile vive un momento de profunda reflexión política, marcado por el cuestionamiento 

de la Constitución vigente y del modelo económico neoliberal, ambos instaurados durante la 

dictadura y legitimados tras el retorno a la democracia, con el estallido social de 2019, 

representando una crítica tanto al sistema político como al modelo de desarrollo impuesto 

autoritariamente tras el quiebre de 1973. En este contexto, Chile vivía en una “ilusión de 

democracia”50, caracterizada por una profunda desigualdad socioeconómica y la incapacidad 

del Estado para abordar eficazmente los problemas sociales mediante políticas públicas. 

Asimismo, la incapacidad del sistema político de canalizar las demandas sociales, sumado a 

la persistencia de un modelo económico que priorizaba el crecimiento económico por sobre 

la equidad, alimentaron el descontento social que finalmente se expresó en las calles. 

 

El estallido social de 2019 se enmarca en una crisis de representación que los autores han 

denominado como una “democracia semisoberana”51, en la cual los ciudadanos percibían que 

el sistema político no reflejaba sus demandas, generando desafección y pérdida de confianza 

en los partidos tradicionales52. Esta crisis de representación se profundizó con la 

implementación del voto voluntario en 201253, una medida que, aunque eliminó las barreras 

económicas para la inscripción electoral, también acentuó la falta de participación, 

particularmente entre los sectores más vulnerables54. El voto voluntario redujo 

significativamente la participación electoral, exacerbando las desigualdades en la 

representación política y aumentando la exclusión de los ciudadanos de menores ingresos. 

Esta reforma electoral, impulsada por los gobiernos de la Concertación, generó un declive 

muy significativo en la participación electoral y, en consecuencia, una profundización de la 

crisis de representación55. Esto contribuyó al malestar social que culminó en el estallido 

social de 2019, ya que muchos ciudadanos, especialmente aquellos de los sectores más 

vulnerables, sintieron que el sistema político no los representaba ni respondía a sus 

necesidades56. En este contexto, el estallido social fue una protesta ante la frustración 

acumulada por años de desigualdad y falta de representatividad, mostrando que el voto 

voluntario no logró los cambios esperados en un sistema político influenciado por los legados 

de la dictadura y la perpetuación de élites políticas y económicas. 

 

Desde el año 2011, los movimientos sociales en Chile han cobrado fuerza, manifestándose 

en demandas por la reivindicación de los derechos sociales y una crítica al Estado 

subsidiario57. Este descontento generalizado culminó en el estallido social del 18 de octubre 

de 2019, donde los jóvenes chilenos expresaron su frustración con el sistema. Dicho esto, el 

                                                 
50    PÉREZ (2018), p. 29. 
51   HUNEEUS (2014), p. 31.  
52   MORALES (2020), pp. 5 y 6. 
53    Ley N° 20.568. (D.O 31 de enero del 2012), Regula la inscripción automática, modifica el servicio electoral 

y moderniza el sistema de votaciones. 
54    Id., p. 23. 
55    Ib. 
56    RIVERA et al. (2021), p. 19. 
57    ASTE (2020), pp. 3-4; SANTIBÁÑEZ (2022), p. 169. 
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estallido social es la culminación de un largo proceso de movilizaciones que buscaban un 

cambio constitucional y económico. Dentro de este proceso, el movimiento estudiantil 

chileno juega un rol fundamental, pues, a diferencia de protestas previas, vinculadas a los 

movimientos estudiantiles, las revueltas del estallido social de 2019 se distanciaron de la 

lógica de la protesta directa como herramienta para hacer demandas al Estado58. Ahora se 

buscaba un cambio más profundo, incluyendo una nueva Constitución que reemplazara la 

establecida durante la dictadura de Pinochet59. Este movimiento, compuesto por estudiantes 

de educación secundaria y universitaria, ha tenido una larga trayectoria de organización e 

influencia en la política y educación chilena. El año 2006 tuvo lugar la Revolución Pingüina, 

punto crucial en las movilizaciones sociales en Chile, donde estudiantes secundarios 

exigieron mejoras en la educación y el fin del sistema educativo desigual heredado del 

modelo neoliberal60. En 2011, los estudiantes universitarios continuaron con estas demandas, 

ampliando la crítica al lucro en la educación superior y la mercantilización del 

conocimiento61. Estas movilizaciones contribuyeron al debate sobre la redistribución de la 

riqueza y el proceso de cambio constitucional que emergió con el estallido social de 2019. 

 

La crisis de probidad pública en Chile fue un factor clave en el estallido social de 2019. El 

principio constitucional de la probidad se encuentra consagrado en el artículo 8 de la 

Constitución Política el que dispone: “El ejercicio de las funciones públicas obliga a sus 

titulares a dar estricto cumplimiento al principio de probidad en todas sus actuaciones”. Sin 

embargo, lo que Patricio Orellana describe como una cultura de corrupción ha generado una 

normalización de estos actos, minimizando su gravedad62. Desde la década de 1990, 

múltiples casos de colusión en sectores clave como farmacias, pollos, papel higiénico y 

transporte público afectaron a los ciudadanos, especialmente a los más vulnerables. Un caso 

emblemático es el de La Polar en 2011, donde la empresa repacta unilateralmente las deudas 

de los consumidores, evidenciando la desprotección del ciudadano frente a los abusos del 

mercado. Estos hechos, sumados a otros como el financiamiento ilegal de la política y la 

malversación en instituciones públicas, erosionaron la credibilidad en las instituciones y 

alimentaron un sentimiento de rabia y desconfianza en el modelo económico neoliberal y en 

la capacidad del Estado para regularlo63. En último término, considerando que la crisis de 

probidad no se limita a casos aislados, sino que se ha extendido a instituciones como la Iglesia 

Católica y universidades64, es que se ha generado una profunda crisis de confianza 

impactando negativamente la percepción ciudadana sobre el funcionamiento de la 

democracia, siendo un factor relevante para el desarrollo del estallido social. 

 

Las respuestas institucionales y reformas propuestas en Chile tras el estallido social de 2019 

han sido diversas, reflejando un esfuerzo por abordar las demandas ciudadanas. En octubre 

de 2019, el gobierno de Sebastián Piñera lanzó la Nueva Agenda Social, con medidas como 

la reversión del alza en tarifas de transporte público, la estabilización de tarifas eléctricas y 

                                                 
58    RIVERA et al. (2021), p. 5. 
59    ALVARADO y SPYER (2021), p. 44.  
60    CAÑAS (2016), pp. 122 y 123. 
61   Ib. 
62   ORELLANA (2007), p. 7.  
63    MORALES (2020), p. 21. 
64    ORELLANA (2007), p. 2. 
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la reducción de dietas parlamentarias65. En noviembre de 2019, se firmó el Acuerdo por la 

Paz Social y la Nueva Constitución, estableciendo un plebiscito para decidir sobre la 

redacción de una nueva Carta Magna66. El texto propuesto en 2022 fue rechazado por el 

61,9% de los votantes. Un segundo intento en 2023 también fue rechazado por un 55%.  

 

Tras el estallido social de 2019 se propuso una reforma a Carabineros, acorde a las 

recomendaciones del primer Informe de Naciones Unidas sobre el estallido social67, 

inicialmente impulsada por Sebastián Piñera y continuada por Gabriel Boric, con el objetivo 

de garantizar el respeto a los derechos humanos y mejorar la confianza pública. Las medidas 

clave incluyen la creación de un Ministerio de Seguridad Pública, la profesionalización de 

Carabineros, y mejoras en transparencia y rendición de cuentas68. Sin embargo, según María 

Belén Bravo, coordinadora jurídica de Amnistía Internacional (organización que también 

recomendó la reforma a Carabineros en su Informe Ojos sobre Chile69) pese a que el gobierno 

ha presentado y apoyado proyectos de ley de la materia, “no se ha avanzado respecto a 

reformas estructurales de las policías, siendo algo pendiente e importante por avanzar”70. Por 

su parte, el actual gobierno de Gabriel Boric ha abordado el estallido social de 2019 logrando 

“avances importantes respecto de materias vinculadas al derecho de salud, con medidas como 

el Copago cero; en materia laboral con la reducción de la jornada laboral, el alza del salario 

mínimo, la ley sobre prevención, investigación y sanción del acoso laboral y la ley de 

conciliación de la vida familiar y laboral; la ratificación de dos convenciones de la OIT N°190 

durante el año 2023, y la ratificación del acuerdo de Escazú, entre otras”71. 

 

Durante el estallido social en Chile de 2019, las demandas de transparencia evidenciaron una 

crisis de confianza en las instituciones públicas y un fuerte deseo ciudadano de mayor 

participación y rendición de cuentas72. La LAIP se convirtió en una herramienta clave para 

canalizar estas exigencias, al requerir mayor claridad en la gestión pública, especialmente en 

relación con las acciones de las fuerzas de seguridad y el uso de recursos públicos. Sin 

embargo, la deficiente implementación de la ley y la falta de respuestas adecuadas por parte 

de las autoridades generaron frustración y desconfianza. Esto subrayó la necesidad de 

fortalecer los mecanismos de transparencia y garantizar que las instituciones respondan de 

manera efectiva a las solicitudes de información, promoviendo así una cultura de mayor 

apertura y responsabilidad en el ejercicio del poder. La crisis social reveló la urgencia de 

reformar y mejorar la LAIP para restaurar la confianza ciudadana, que se ha visto afectada 

por décadas de desigualdad y corrupción, donde el sistema es percibido como favorecedor 

de una élite en detrimento de las necesidades básicas. No obstante, para superar esta crisis no 

                                                 
65    PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA DE CHILE (22 de octubre de 2019). Prensa Presidencia de Chile. 
66    ALVARADO y SPYER (2021), p. 44. 
67   OFICINA DEL ALTO COMISIONADO DE NACIONES UNIDAS (13 de diciembre de 2019), Informe sobre la misión 

a Chile: 30 de octubre-22 de noviembre de 2019, p. 32.  
68   PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA DE CHILE (17 de marzo de 2020). Prensa Presidencia de Chile. 
69  AMNISTÍA INTERNACIONAL (14 de octubre del 2020): “Informe Ojos sobre Chile: Violencia policial y 

responsabilidad de mando durante el estallido social”, p. 7. 
70   MARÍA BELÉN BRAVO, coordinadora jurídica en Amnistía Internacional, en Seminario Volver a mirar(nos): 

A 5 años de octubre de 2019, 2 de octubre del 2024. 
71   Intervención de Tomás Pascual, director de la División de Derechos Humanos del Ministerio de Relaciones 

Exteriores, en el Seminario Volver a mirar(nos): A 5 años de octubre de 2019, Universidad de Chile, 2 de 

octubre del 2024. 
72    MORALES (2020), p. 18. 
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basta con reformar la ley; se requiere un cambio cultural profundo que fomente la 

transparencia como un valor esencial en el ejercicio del poder. Esto implica transformar los 

hábitos de los funcionarios públicos y promover una cultura de rendición de cuentas, donde 

la participación ciudadana sea central para exigir información y tomar decisiones. 

 

El estallido social ha sido un catalizador para la demanda de mayor transparencia y rendición 

de cuentas. Este movimiento, impulsado por el descontento con las desigualdades 

económicas y sociales, ha evidenciado la necesidad de reformar las instituciones y mejorar 

los mecanismos de gobernanza. Uno de los principales retos post-estallido es la 

implementación efectiva de políticas de transparencia que respondan a las expectativas 

ciudadanas, ya que la desconfianza en las instituciones y la percepción de corrupción han 

erosionado la legitimidad gubernamental. No obstante, la implementación de estas políticas 

enfrenta varios obstáculos, pues, pareciera ser que aún persiste una gran resistencia 

institucional al cambio, dado que algunos actores políticos y administrativos ven amenazados 

sus intereses73. Junto con lo anterior, además estaría involucrada la falta de recursos y 

capacidades técnicas en áreas del gobierno que dificultan la adopción de nuevas prácticas 

innovadoras74. El proceso constituyente, iniciado tras el estallido, ofrecía una gran 

oportunidad para redefinir la transparencia en Chile, e incluir mecanismos efectivos de 

rendición de cuentas en lo que sería la nueva Constitución, y respecto a la reforma a 

Carabineros, esta rendición de cuentas “no se debiese reducir a la determinación de 

responsabilidad penal de un funcionario, ni consistir sólo en mecanismos de denuncias, sino 

también respecto a  acceso a la información y a la transparencia del actuar de las policías”75. 

No obstante, para que estas reformas sean sostenibles, es necesario promover una cultura de 

transparencia en todos los niveles, con participación ciudadana activa y control social. Esta 

necesidad se refleja en los casos de solicitudes de información que se analizarán en el 

próximo capítulo, mostrando cómo se canalizan las demandas de transparencia. 

 

III. ANÁLISIS DE CASOS SOBRE TRANSPARENCIA DEL ESTALLIDO SOCIAL 

 

En este capítulo se analizan los amparos ROL C-8436-19, Catalina Gaete con Carabineros 

de Chile, y ROL C-7173-22, Pietro Sferrazza con Subsecretaría de Salud Pública, conocidos 

y resueltos por el CPLT. Ambos revelan la complejidad del derecho de acceso a la 

información en Chile, particularmente cuando se trata de eventos de alto interés público como 

el estallido social de 2019. El primero muestra las tensiones que puede haber entre la 

publicidad de los actos del Estado con otros derechos fundamentales como la privacidad y la 

protección de datos personales. Para resolver adecuadamente tales tensiones o conflictos es 

necesario realizar un ejercicio de ponderación de estos derechos para asegurar la 

transparencia sin vulnerar las garantías individuales, aplicando además el principio de 

divisibilidad regulado en el artículo 11 letra e) de la LAIP, conforme al cual si un acto 

administrativo contiene información que puede ser conocida e información que debe 

denegarse en virtud de causa legal, se dará acceso a la primera y no a la segunda. De manera 

                                                 
73    MORENO y PEFEAUR (2016), p. 61. 
74   NASER y CONCHA (2012), p. 76. 
75   Intervención de Jan Jarab, representante de la Oficina de la Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 

los Derechos Humanos, en el Seminario Volver a mirar(nos): A 5 años de octubre de 2019, Universidad de 

Chile, 2 de octubre del 2024. 
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similar, el segundo caso reconoce la importancia de informar datos en materia de salud para 

la rendición de cuentas y el debate público, pues no solo tiene relevancia desde una 

perspectiva informativa, sino que también es un medio para supervisar el cumplimiento de 

los deberes de transparencia de las instituciones públicas y para evaluar políticas de salud en 

contextos de crisis. Estos casos demuestran el rol crucial del CPLT como garante del derecho 

a la información y su capacidad para encontrar un equilibrio entre la transparencia y la 

protección de otros derechos fundamentales en contextos complejos. 

 

1. Análisis de la Decisión del Amparo ROL C-8436-19. Catalina Gaete con 

Carabineros de Chile 

 

Este caso fue presentado por Catalina Gaete Salgado e ingresado ante el CPLT el 30 de 

diciembre del 2019 para tener acceso a los registros audiovisuales de Carabineros de Chile 

(Carabineros o Institución) en la comuna de Santiago, en el contexto de operativos policiales 

realizados entre el 18 y el 31 de octubre de 2019, durante el estado de excepción 

constitucional de emergencia. Carabineros inicialmente negó entregar los registros de las 

cámaras corporales usadas por su personal durante el periodo solicitado, argumentando que 

divulgar los videos violaría la privacidad de individuos y lugares capturados en las 

grabaciones, citando la LAIP y la Ley N° 19.62876 sobre protección de la vida privada, y así 

justificar la reserva de esta información. Según la periodista y solicitante de la información 

Catalina Gaete, la respuesta de la institución era “completamente legítima y atendible”77, 

reconociendo la importancia de proteger la privacidad de datos de las personas que aparecen 

en los videos, tales como RUT, imagen y rostro. Sin embargo, considera “ilegítima la 

respuesta de Carabineros al decir que no tenían la capacidad técnica para colocar pixeles en 

las caras y datos personales, cuando en realidad sí la tenían y era completamente posible 

hacerlo”78, lo cual pudo comprobar mediante un reporteo y revisión de las bases de licitación 

de Carabineros con la empresa AXON, proveedor de las cámaras, dando cuenta de que el 

producto que compraron sí contaba con la tecnología para difuminar las caras de las 

personas79. 

 

El CPLT determinó que las imágenes captadas por Carabineros de Chile mediante 

dispositivos de videograbación o cámaras portátiles en cumplimiento de sus funciones en 

operativos públicos son, en principio, información pública80. Pero, reconoce que su 

tratamiento debe respetar la Ley N° 19.628 sobre Protección de la Vida Privada, según el 

cual: “El tratamiento de los datos personales sólo puede efectuarse cuando esta ley u otras 

disposiciones legales lo autoricen o el titular consienta expresamente en ello”. Agrega, que 

es pertinente indicar además, que el CPLT mediante Oficio N°001828, de fecha 28 de 

noviembre de 2019, formuló diversos requerimientos a la Institución de Carabineros 

reclamada, en lo relativo a la conservación y acceso a los registros de dispositivos 

                                                 
76   Ley N° 19.628 (D.O. 28 de agosto de 1999), Sobre protección de la vida privada. 
77   Entrevista a Catalina Gaete, periodista de investigación y cofundadora del medio digital La Pública, 25 de 

octubre de 2024. 
78   Ib. 
79   Ib. 
80   CPLT. Decisión Amparo ROL C-8436-19, 24 de junio del 2020, p. 7. 
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videograbación, utilizadas en el contexto de operativos policiales81. En dicha instancia, se 

hizo presente que, “(…) conforme ya lo señalara este Consejo, mediante oficio N° 1706, de 

25 de octubre de 2019, incluso encontrándose vigente estado de excepción constitucional, el 

derecho de acceso a la información pública por parte de cualquier persona, en conformidad 

a las disposiciones contenidas en la Ley N° 20.285, permanece completamente vigente, 

pudiendo solicitarse la información contenida en cualquier formato o soporte”82. Sin 

embargo, se debe garantizar a los titulares de los datos personales el ejercicio de derechos 

fundamentales, como “el acceso, rectificación, cancelación y oposición al tratamiento de los 

datos personales en cuestión”83. 

 

De esta forma, se obliga a Carabineros de Chile a entregar la información solicitada, 

argumentando que reviste un interés público significativo, pero, con la condición de que se 

implementen medidas adecuadas para salvaguardar la identidad de las personas involucradas, 

reflejando un enfoque equilibrado entre transparencia y protección de derechos. Carabineros 

por su parte decide no apelar ante la Corte de Apelaciones. Gaete destaca que la decisión del 

CPLT de acoger su amparo fue “completamente ajustada a derecho” y que la LAIP chilena 

es “una de las leyes de transparencia más fuertes del mundo”84, a diferencia de otros países 

como España. Por lo que, en su opinión, el CPLT realizó “una correcta ponderación de los 

derechos, e hizo muy bien en darle el interés público que merecía esta información y al 

proteger al mismo tiempo los derechos de las personas que aparecen en los videos”85. El 

abogado del CPLT, Carlos Benussi, es de la misma opinión. Benussi subraya que “mantener 

dicho equilibrio es muy relevante, particularmente ahora que la nueva Ley de Protección de 

Datos Personales86 trae cambios”87. En otras palabras, sostiene que en casos de conflicto 

entre derechos fundamentales como la protección de datos y acceso a información pública, 

debe prevalecer una ponderación basada en el principio de proporcionalidad, evaluando cada 

caso. 

 

Este caso ilustra cómo la transparencia puede ser un mecanismo crucial para la rendición de 

cuentas en el ejercicio de funciones públicas, al tiempo que resalta la delicada balanza entre 

el derecho a la información y la protección de la privacidad individual, evidenciando la 

complejidad de la gestión de datos en contextos de seguridad y orden público. Si bien Carlo 

Benussi destaca que “la ley ha generado, desde su entrada en vigor, un marco adecuado para 

el acceso a la información que obra en poder del Estado”88, también señala la necesidad de 

“mejorar los estándares de transparencia y supervisión de entidades que están fuera de la 

fiscalización del CPLT, como las entidades autónomas constitucionales, incluyendo el 

                                                 
81   Id., p. 8. 
82   Ib. 
83   Ib.  
84   Ib. 
85   Entrevista a Catalina Gaete, periodista de investigación y cofundadora del medio digital La Pública, 25 de 

octubre de 2024. 
86   Boletín N° 11144-07. Regula la protección y el tratamiento de los datos personales y crea la Agencia de 

Protección de Datos Personales. Cámara del Senado. 15 de marzo de 2017. 
87  Entrevista a Carlo Benussi, Abogado de la Unidad de Normativa y Regulación del Consejo para la 

Transparencia y Profesor del curso “Ley de Protección de Datos en el Sector Público” en la Universidad 

Adolfo Ibáñez, 8 de noviembre de 2024. 
88    Ib. 
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Congreso y el Poder Judicial.”89 Bravo también apunta que, en su experiencia, las respuestas 

a solicitudes de información suelen ser “ambiguas, deficientes o simplemente no se entrega 

la información requerida”, especialmente en el caso de instituciones como las Fuerzas 

Armadas, las de orden público y algunos ministerios90. Estas limitaciones reflejan una 

necesidad de reformar y expandir el alcance de la Ley de Transparencia, de modo tal que 

todas las instituciones, incluidas aquellas con mayores restricciones, puedan estar sujetas a 

los mismos niveles de fiscalización y claridad informativa, fortaleciendo así la cultura de 

transparencia que el país busca consolidar. 

 

2. Análisis de la Decisión del Amparo ROL C-7173-22. Pietro Sferrazza con 

Subsecretaría de Salud Pública 

 

Este caso ingresado al CPLT el 2 de agosto del 2022, es realizado por Pietro Sferrazza, 

académico de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, a la Subsecretaría de Salud 

Pública (Subsecretaría o Institución) sobre atenciones de salud vinculadas a personas 

lesionadas durante el estallido social en Chile realizadas en centros públicos. Esto incluía 

datos como registros existentes, cifras a nivel nacional y regional, tipo y causa de lesiones, 

características de las personas atendidas (sexo, edad, pertenencia a grupos protegidos) y el 

uso de armamento en los incidentes. Esta se llevó a cabo producto de un proyecto de 

investigación interdisciplinario denominado “Proyecto Núcleo” de la Universidad Andrés 

Bello, que “buscaba analizar la respuesta del Estado en términos de reparaciones sanitarias 

frente a las violaciones de derechos humanos ocurridas durante el estallido social, para lo 

cual se recopiló información del Ministerio de Salud sobre atenciones vinculadas a las 

lesiones derivadas de actos de violencia institucional y se solicitó detalle sobre protocolos de 

constatación y atención de lesiones con estándares de derechos humanos.”91 A pesar de su 

relevancia pública, la Subsecretaría entregó información incompleta o parcial, argumentando 

que no cuenta con sistemas para recolectar los datos solicitados. Además, remitió al 

solicitante al sitio Web del Departamento de Estadísticas e Información de Salud del 

Ministerio de Salud para consultar documentación y normativas relacionadas, asegurando 

que su respuesta incluía toda la información disponible conforme al artículo 10 de la LAIP. 

 

Ante la respuesta de la institución, el CPLT argumentó que, aunque el órgano reclamado 

aseguró haber entregado toda la información disponible conforme al artículo 10 de la Ley de 

Transparencia, esta afirmación no exime su obligación de proporcionar los datos 

solicitados92. En este sentido, de acuerdo con el numeral 2.3 de la Instrucción General N° 10: 

“Si realizada la búsqueda, el órgano público constata que no posee la información deberá: 

[...] b) De no existir un acto administrativo que haya dispuesto la expurgación de los 

documentos pedidos, agotar todos los medios a su disposición para encontrar la información 

y, en caso de estimarse que los hechos son susceptibles de ser sancionados con una medida 

disciplinaria, instruir el correspondiente procedimiento sancionatorio. Si la información no 

                                                 
89   Ib. 
90    Entrevista a María Belén Bravo, Coordinadora Jurídica de Amnistía Internacional Chile, 6 de noviembre de 

2024. 
91    Entrevista a Pietro Sferrazza, Investigador del Centro de Derechos Humanos de la Universidad de Chile, 16 

de octubre de 2024. 
92   CPLT. Decisión Amparo ROL C-7173-22, 1° de marzo del 2023, p. 5. 
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fuere habida, deberá comunicarse esta circunstancia al solicitante, indicándole 

detalladamente las razones que lo justifiquen.”93 Por último, el CPLT también señaló que el 

argumento de la Subsecretaría sobre la improcedencia de elaborar información nueva no es 

aplicable en este caso, ya que la solicitud se refiere a datos que pueden desprenderse de 

registros que el órgano reclamado ya posee, sin que esto suponga una carga desproporcionada 

ni configure causales de reserva o secreto94. Por lo tanto, el requerimiento está amparado por 

la LAIP, en aplicación de los principios de máxima divulgación y facilitación establecidos 

en el artículo 11 de la misma ley.  

En consecuencia, el Consejo indicó que la Subsecretaría no declaró incompetencia para 

atender la solicitud ni derivó el requerimiento a otro órgano correspondiente, por lo que debía 

responder directamente o acreditar debidamente la inexistencia de la información solicitada. 

No obstante, tras esta decisión, ordenando la entrega de la información, y sin apelación de 

parte de la Subsecretaría, Sferrazza evaluó la respuesta del órgano requerido en forma 

insatisfactoria, pues expone: “el Ministerio de Salud me hizo viajar desde Viña a Santiago 

para entregarme un pendrive, cuestión que se podría haber hecho de otro modo [...] como un 

drive y me entregó un sinnúmero de archivos PDF, de una manera muy desordenada.”95 El 

análisis de estos archivos, según explica, reveló que los datos eran “imposibles de manejar” 

desde un punto de vista metodológico. Destaca que la información proporcionada por el 

Ministerio de Salud no permitió evaluar adecuadamente el impacto sanitario del estallido 

social, planteando serias dudas sobre la validez de las cifras oficiales y además tuvo que 

enfrentar obstáculos burocráticos, como la exigencia de desplazarse físicamente para acceder 

a ciertos datos, lo que considera inadecuado96. 

Esta decisión subraya el compromiso de la administración pública con la transparencia, 

especialmente en temas sensibles como las violaciones a los derechos humanos, resaltando 

que las instituciones estatales están obligadas a documentar y responder a la ciudadanía sobre 

el manejo de situaciones de interés social. En este sentido, en casos en los que la información 

solicitada no esté disponible, Benussi insiste en que “las autoridades deben proporcionar 

explicaciones detalladas y pruebas de la inexistencia de la información en sede de 

cumplimiento.”97 Esta falta de transparencia, como señala el sociólogo Alexis Cortés, 

profundiza la desconfianza entre la sociedad y las instituciones, y aunque reconoce la 

importancia de la transparencia, la considera un paso necesario pero insuficiente por sí sola 

para reconstruir la confianza98, ya que se necesita un cambio profundo que atienda las causas 

de la crisis y fomente la participación ciudadana en la exigencia de rendición de cuentas.  

Según Cortés, “el estallido social visto como una manifestación en sí mismo de descontento 

con las instituciones, se ve agravado por la falta de acceso a información que permita 

                                                 
93   Ib. 
94   Id., p. 6. 
95   Entrevista a Pietro Sferrazza, Investigador del Centro de Derechos Humanos de la Universidad de Chile, 16 

de octubre de 2024. 
96  Ib. 
97    Ib. 
98  Entrevista a Alexis Cortés, Doctor en Sociología y académico del Departamento de Sociología de la 

Universidad Alberto Hurtado, 29 de octubre de 2024. 
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esclarecer los hechos y determinar responsabilidades”99, y aunque no considera a la 

transparencia como la principal demanda del estallido social, reconoce que una mayor 

transparencia podría ayudar a reducir la desconfianza y aumentar la rendición de cuentas del 

Estado en su rol de protector de los derechos humanos100.  

 

En este contexto, el CPLT emerge como un actor fundamental para mitigar la desconfianza, 

al garantizar el acceso a la información y obligar a las instituciones a transparentar sus 

acciones, actuando como garante de derechos y contribuyendo a la construcción de un Estado 

más abierto y responsable. Sin embargo, como señala María Belén Bravo, Coordinadora 

Jurídica de Amnistía Internacional, considera que “si bien la Ley de Transparencia es una 

herramienta para acceder a la información, por sí sola no es suficiente, pues, aún persisten 

obstáculos que impiden avanzar hacia una cultura plena de transparencia en el país, por 

ejemplo, el incumplimiento en los plazos de las solicitudes y la resistencia a publicar 

información mínima requerida por la ley.”101 Sferrazza describe esperas de hasta seis meses 

para obtener información, lo que a menudo resulta en información desactualizada, lo cual 

refleja que la efectividad del CPLT se ve limitada por los extensos plazos de respuesta y la 

falta de alcance de la LAIP a entidades como el Ministerio Público y el Poder Judicial102. 

Tanto Sferrazza como Bravo coinciden en que el incumplimiento en los plazos de las 

solicitudes es un obstáculo para una cultura plena de transparencia en el país103. Por tal razón, 

para restaurar la confianza ciudadana, es crucial no solo fortalecer el rol del CPLT, sino 

también abordar las causas estructurales de la opacidad institucional y promover una cultura 

de transparencia proactiva en todos los ámbitos del Estado. 

 

Ambos amparos analizados representan ejemplos paradigmáticos en el ejercicio del derecho 

a la información pública en Chile durante el estallido social de 2019. Estos episodios reflejan 

cómo la transparencia se convierte en un pilar esencial en contextos de alta sensibilidad social 

y política, constituyendo un mecanismo de control ciudadano y de fortalecimiento de la 

rendición de cuentas. No obstante, las dificultades encontradas en ambos procesos destacan 

limitaciones estructurales y operativas en la implementación efectiva de la ley, 

particularmente en situaciones donde el interés público colisiona con la protección de datos 

personales. Además, reflejan la importancia de una supervisión rigurosa por parte del CPLT 

para asegurar el acceso efectivo a información pública. La falta de transparencia y la 

reticencia a entregar información en temas de interés social, especialmente aquellos 

relacionados con violaciones de derechos humanos, erosionan la confianza ciudadana y 

alimentan la percepción de impunidad. El acceso a la información en estos contextos no solo 

responde a demandas legales, sino que resulta fundamental para la construcción de una 

relación de confianza entre la ciudadanía y las instituciones, contribuyendo así a la 

legitimidad del sistema democrático. 

 

                                                 
99    Ib. 
100  Ib. 
101  Entrevista a María Belén Bravo, Coordinadora Jurídica de Amnistía Internacional Chile, 6 de noviembre de 

2024. 
102  Entrevista a Pietro Sferrazza, Investigador del Centro de Derechos Humanos de la Universidad de Chile, 16 

de octubre de 2024. 
103  Entrevista a María Belén Bravo, Coordinadora Jurídica de Amnistía Internacional Chile, 6 de noviembre de 

2024. 



 

18 

 

IV. PROPUESTAS DE MEJORA 

 

Las siguientes propuestas de mejora incluyen tanto cambios de gestión como cambios 

legislativos. Los cambios de gestión se orientan hacia las siguientes ideas: 1) El 

fortalecimiento de la infraestructura tecnológica para la transparencia y 2) La capacitación y 

mejora de estándares institucionales de transparencia. Respecto a la primera propuesta, es 

esencial la inversión en herramientas de gestión de datos avanzadas que permitan sistematizar 

y clasificar la información pública de manera que su acceso sea más ordenado y eficiente. 

Estas herramientas deben incluir tecnologías de protección de datos personales, como el 

desenfoque de rostros, que aseguren la protección de la privacidad sin limitar el acceso a 

información de interés público. Por lo demás, pese a que existe un sitio Web del CPLT, este 

podría ser aún más accesible y fácil de usar, a fin de optimizar la plataforma logrando que 

sea más orientada al usuario y permitiendo a los ciudadanos ejercer su derecho de acceso a 

la información sin obstáculos tecnológicos, promoviendo así que la transparencia no solo sea 

un principio legal, sino una práctica cotidiana y efectiva. Esto se puede lograr mediante la 

creación de canales directos que permitan a la ciudadanía monitorear y reportar problemas 

en la entrega de información contribuyendo a una cultura de transparencia activa, donde el 

acceso a datos se convierta en un proceso expedito y un derecho plenamente garantizado. Por 

último, en relación al sitio Web, se recomienda evitar consultar la profesión u oficio del 

solicitante en los formularios de solicitud de información para que el proceso se mantenga 

objetivo y sin condicionamientos. 

Sobre la segunda propuesta, es necesario un programa integral de capacitación para los 

funcionarios encargados de responder a las solicitudes de acceso a información en materia 

de derechos humanos. Estas capacitaciones estarían enfocadas en reducir las interpretaciones 

erróneas y la reticencia de ciertos organismos a entregar información sensible. Vinculado a 

esto, se propone avanzar en la tramitación del proyecto que busca modificar la Ley de 

Transparencia para ampliar su alcance a otras ramas del Estado, como el Poder Judicial y el 

Ministerio Público, que actualmente no están sujetos al mismo nivel de escrutinio público 

que los organismos administrativos, así como establecer plazos fijos para la entrega de la 

información solicitada, evitando que se siga limitando el ejercicio efectivo del derecho a la 

información, de esta forma se establecería un marco normativo que exigiría a las instituciones 

un compromiso con la apertura y la responsabilidad.  

CONCLUSIÓN 

Esta tesis ha explorado el rol de la LAIP en Chile durante el estallido social de 2019 y su 

importancia para la búsqueda de justicia y reparación para las víctimas de violaciones de 

derechos humanos. La investigación demuestra cómo el acceso a la información se convierte 

en un recurso fundamental en un sistema democrático, sobre todo en momentos de crisis, al 

permitir que los ciudadanos accedan a detalles críticos sobre las acciones institucionales y el 

manejo del orden público. Los capítulos de este estudio profundizan en los aspectos técnicos 

y normativos de la ley, abordando su implementación y destacando los desafíos de este 

derecho, tales como la reticencia de ciertas instituciones a compartir información sensible. 

Este análisis evidencia que, en una sociedad que demanda transparencia y responsabilidad, 

el acceso a la información conecta a la ciudadanía con los principios de rendición de cuentas 

y fomenta la confianza en el Estado. Al analizar casos específicos y la aplicación de la ley en 
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un contexto de crisis, esta tesis se propuso aportar a la comprensión del potencial de la 

transparencia en la consolidación democrática, especialmente cuando los ciudadanos exigen 

claridad y reparación frente a las injusticias ocurridas en contextos de agitación social. 

Durante la construcción de este ensayo se identificaron logros y limitaciones en la 

implementación de la LAIP, así como su rol en el fortalecimiento de la rendición de cuentas 

y el acceso a la justicia en contextos de crisis social. Por un lado, se destaca su capacidad 

para facilitar el acceso a información esencial para las víctimas, permitiéndoles conocer 

evidencias clave que apoyan su búsqueda de justicia. Sin embargo, el análisis también revela 

que persisten obstáculos en su aplicación, como la falta de coordinación interinstitucional y 

la resistencia a compartir información en temas delicados, lo que reduce la eficacia de la ley. 

Este ensayo recomienda robustecer la implementación de la LAIP mediante mecanismos de 

capacitación a funcionarios en derechos humanos y transparencia, y una infraestructura 

tecnológica que permita un procesamiento ágil y seguro de las solicitudes. Además, se 

propone extender el alcance de la ley para abarcar a todas las instituciones del Estado, 

incluyendo el Poder Judicial y el Ministerio Público, que actualmente no están sometidos a 

los mismos estándares de transparencia. Estas recomendaciones no solo fortalecerían la 

cultura de transparencia, sino que también responderían de mejor manera a las necesidades 

de la sociedad civil en su derecho a conocer y controlar la gestión pública. 

El estallido social de 2019 subrayó la urgencia de reformar y ampliar los alcances de la 

transparencia como derecho fundamental y herramienta para una gestión pública más abierta. 

Las protestas reflejaron un malestar ciudadano entorno a la falta de claridad y control efectivo 

sobre las acciones de instituciones clave, especialmente en áreas de seguridad y derechos 

humanos. A pesar de las exigencias de transparencia, este estudio evidencia que la falta de 

respuesta efectiva por parte de las autoridades y la limitada aplicación de la LAIP han 

generado una profunda desconfianza hacia el Estado. Estos problemas enfatizan que este 

derecho debe estar acompañado de un marco de justicia social que permita a los ciudadanos 

acceder fácilmente a información en temas de relevancia. Promover una cultura de apertura 

y responsabilidad en el ejercicio del poder, en un contexto de crisis social, implica reconocer 

la transparencia como una necesidad democrática urgente. La tesis concluye que las reformas 

en transparencia deben estar acompañadas de un cambio cultural hacia la ética pública y la 

participación ciudadana. 

En conclusión, el derecho de acceso a la información es un pilar esencial en la construcción 

de una sociedad más justa y participativa. En un país con una historia de profundas 

desigualdades y crisis sociales, la transparencia debe entenderse no solo como una 

herramienta legal, sino como un valor inherente a la democracia que promueve la rendición 

de cuentas y el fortalecimiento del sistema político. Este trabajo invita a reflexionar sobre la 

importancia de consolidar el acceso a la información como la base de una relación de 

confianza entre el Estado y sus ciudadanos. Solo cuando la transparencia sea una práctica 

cotidiana y accesible para todos, se podrá cimentar la confianza pública necesaria para el 

desarrollo democrático en Chile. La LAIP, en este sentido, es mucho más que un medio para 

acceder a información; es una vía para asegurar que las lecciones del pasado se transformen 

en mejoras tangibles para el presente y el futuro, consolidando un Estado transparente y 

responsable que responde efectivamente a las demandas ciudadanas. 
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ANEXO: ENTREVISTAS 
 

A) Entrevista a Catalina Gaete, periodista de investigación y cofundadora del medio digital La 

Pública, 25 de octubre de 2024. 

 

1. ¿Qué te llevó a solicitar el acceso a los registros audiovisuales de Carabineros de Chile y cuál 

era tu objetivo principal? ¿Qué esperabas encontrar en los registros y cuáles eran tus expectativas 

en cuanto a la información que podrías obtener? 

 

La principal motivación fue que como vivo desde hace varios años fuera de Chile, en ese momento 

me encontraba en Alemania cuando ocurrió el estallido social y a través de redes sociales como a 

través de la cobertura periodística, podía ver cómo las personas estaban alegando o estaban 

denunciando que estaban ocurriendo abusos de parte de la policía, específicamente abuso en el uso 

de la fuerza, que parecían estar fuera de protocolo, ocupando nuevamente el uso desmedido de la 

fuerza entonces, veía muchas de estas denuncias en redes sociales y como en contexto de crisis la 

desinformación es muy común, yo no sabía qué creer, o más bien, necesitaba encontrar evidencia 

para poder respaldar si esas cosas estaban ocurriendo. Yo soy periodista de investigación y por lo 

tanto para mí la evidencia es muy importante. Por eso es que decidí ingresar solicitudes de 

transparencia para obtener los registros de las cámaras corporales de carabineros, en especial del 

grupo de operaciones especiales del GOPE, para encontrar evidencia de aquellos abusos de la fuerza 

que estaban ocupando Carabineros. 

 

2. ¿Puedes compartir tu experiencia durante los eventos de control del orden público en Santiago 

entre el 18 y el 31 de octubre de 2019? ¿Enfrentaste alguna barrera o dificultad al intentar obtener 

la información tanto en la respuesta de Carabineros como en el proceso de amparo ante el Consejo 

para la Transparencia? 

 

El pedir estos registros de cámaras corporales de carabineros fue una solicitud inédita. Nunca nadie 

había solicitado cámaras corporales o nadie había solicitado este tipo de registro en un contexto así 

de conflictivo y así de difícil. La ley de transparencia y en general el sistema de acceso a la 

información es un sistema que se va forjando y formando en la medida en que la gente va utilizando 

la ley, en la medida en que vamos pidiendo cosas y a través de eso se van moviendo y formando los 

límites de la transparencia. Por supuesto lo que dice la ley es que todo documento en manos del Estado 

es público, es decir, la publicidad es la regla, mientras que el secreto de la reserva es la excepción y 

son 5 excepciones que están previstas en la ley. Entonces, cuando hacemos solicitudes vamos viendo 

cuál de esas excepciones podrían operar, y eso me pasó justamente. Como era la primera vez que 

alguien solicitaba este tipo de registros, Carabineros respondió a mi solicitud negando el acceso a la 

información por una de estas 5 causas que están previstas en la ley, particularmente la de datos 

personales. Es decir, las personas que aparecen en estos registros audiovisuales tienen que dar su 

consentimiento y también algo muy importante es que puede haber niños dentro de estos registros y 

por supuesto, los derechos de los niños, niñas y adolescentes son superiores y hay que protegerlos. 

Entonces esa fue la causal de reserva que alegó Carabineros sobre la Protección de Datos personales 

y de información de personas privadas, que es una causa y una excepción completamente legítima y 

está prevista en la ley. Sin embargo, lo que hicimos nosotros, ya que yo soy periodista y en ese 

momento fundé un medio de comunicación junto con otra periodista en Chile, una colega y estábamos 

trabajando con practicantes de periodismo de la Pontificia Universidad Católica, decidimos averiguar 

e investigar si la manera en que se registran estos videos permite de alguna forma tapar las caras y 

cualquier tipo de dato personal de la gente, y así fue como a través de una investigación periodística, 

ocupando fuentes abiertas como es el mercado público, por ejemplo, pudimos ver que Carabineros, 

así como otros cuerpos policiales tienen como proveedor a una empresa que se llama AXON, que es 

la que entrega las cámaras y además el sistema de registro de estos de estos videos, y esta empresa 
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tiene un software que permite pixelar las caras de las personas de manera automática. Eso lo supimos 

a través de una lectura y un reporteo y una investigación de las bases de la licitación de la misma 

empresa, o sea, pudimos mirar cuál es el producto que compró carabineros a AXON y cuáles eran las 

características de este producto y ahí pudimos confirmar que efectivamente esto que estaba diciendo 

Carabineros, que no tiene capacidad técnica para borrar la cara de las personas, no era verdad. 

 

3. ¿Consideras que la respuesta de Carabineros al negar parte de los registros por protección de 

datos personales fue adecuada? ¿Crees que aplicaron correctamente las causales de reserva?  

 

Yo considero que la causal de reserva de datos personales que invocó Carabineros para negar acceso 

a la información y decir que no tiene capacidad técnica para resguardar las imágenes y los datos 

personales de privados y de niños, niñas y adolescentes que aparezcan en los vídeos, me parece 

legítima y completamente atendible, es algo que efectivamente siempre debemos proteger. 

Efectivamente, considero que es completamente legítimo que hay que resguardar el dato personal de 

la persona, como su RUT y su imagen. Lo que creo que fue ilegítimo fue la respuesta de Carabineros 

al decir que no tenían la capacidad técnica para hacer eso, cuando en realidad sí la tenían y era 

completamente posible hacerlo.  

 

4. ¿Qué significa para ti la decisión del Consejo de acoger tu amparo y ordenar la entrega de la 

información? ¿Cómo ha reaccionado la comunidad o las personas cercanas a ti respecto a tu 

solicitud y la decisión del Consejo? 

 

En relación con lo anterior, sobre qué significó para mí, como periodista, para nuestro medio de 

comunicación, que es La Pública Chile, la respuesta del Consejo para la transparencia de acoger mi 

amparo y ordenar la entrega, me parece que está completamente ajustada a derecho y al régimen de 

acceso a la información imperante en Chile, y considero que el sistema de transparencia Chile es muy 

bueno en ese sentido, porque logró hacer una ponderación de derechos de forma muy correcta. En el 

sistema de transparencia siempre se debe ponderar el acceso a la información con la protección de 

ciertos bienes jurídicos fundamentales, como puede ser los datos personales, y entre ellos siempre va 

a haber una colisión. Entonces creo que lo que hizo el Consejo fue una correcta ponderación porque 

dijo, los vídeos tienen efectivamente datos personales, tienen imágenes de personas que no han dado 

su consentimiento para aparecer ahí, pero Carabineros ¿tiene la capacidad técnica para poder sacar 

extraer esa información y dejar, por lo tanto, sólo lo que es de interés público, es decir, lo que tiene 

que ver con la actuación de las fuerzas policiales y no los datos personales de las personas? y 

efectivamente, el Consejo a través de una consulta con Carabineros y una ponderación y revisión del 

caso, logró comprobar que sí. Además, ponderó el interés público que había acá porque estamos 

hablando de un periodo en la historia reciente de Chile que fue muy crítico en donde efectivamente 

estaba habiendo denuncias sobre abusos de Carabineros, entonces había interés público en revelar esa 

información. Por eso considero que la decisión del Consejo para la transparencia fue una correcta 

ponderación de los derechos que lo hizo muy bien respecto al darle el interés público que merecía 

esta información y al proteger al mismo tiempo los derechos de las personas que aparecen en los 

vídeos.  

 

5. ¿Cómo percibes el rol de las instituciones en la promoción de la transparencia y acceso a la 

información en Chile, especialmente después del estallido social? ¿Cómo valoras la eficacia de la 

Ley de Transparencia en este tipo de casos? 

 

Yo creo que la ley de transparencia chilena es, sin duda, una de las leyes de transparencia más fuertes 

del mundo, y que operan mejor.  Yo por ejemplo, hoy vivo en España y veo las dificultades que tiene 

el sistema de transparencia para aplicarse en España y para ser utilizado por la ciudadanía, 

especialmente por los periodistas y medios de comunicación, que son un usuario de especial 
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relevancia podríamos decir, porque los periodistas somos los que estamos constantemente 

interpelando al poder, monitoreando la actividad del Estado y, por lo tanto, acceder a información es 

crucial para que nosotros podamos hacer ese trabajo, en favor del interés público y creo que la ley de 

transparencia chilena en ese sentido funciona mucho mejor que otros sistemas de transparencia en el 

Mundo, en donde los tiempos de respuesta se cumplen y en donde el Consejo trabaja de manera muy 

ponderada haciendo un trabajo de análisis de cada caso, y además, la decisión del Consejo se cumple, 

que eso es algo que también cuesta ver en otros  sistemas de transparencia, en donde el Consejo puede 

ordenar algo, pero como no tiene un sistema de sanción como el que existe en Chile, no tienen cómo 

obligarlo, así que creo que el sistema de transparencia de Chile es muy bueno.  

 

6. ¿Qué mejoras propondrías en la Ley de Transparencia o en el proceso de solicitud de 

información, especialmente en casos de derechos humanos? 

 

Creo que hay cosas que mejorar, por supuesto, como por ejemplo los organismos obligados. Yo creo 

que el Poder Judicial y el Poder Legislativo deberían estar sujetos a obligaciones de transparencia y 

por lo tanto, a la revisión del Consejo, que es lo que hoy día no pasa para las solicitudes, por lo que 

deberían estar sujetos a la obligación de responder a solicitudes de transparencia en un plazo y sujetos 

a sanción. También creo que debería aplicarse la transparencia para las empresas públicas, que es 

algo que tampoco pasa en Chile, y para todos aquellos que reciben beneficios o recursos del Estado 

para funcionar, como puede ser, por ejemplo, el caso tremendo que tuvimos hace algunos meses como 

el “Caso de fundaciones”. La última mejora que me gustaría comentar es que creo que es muy 

importante darle preferencia a aquellos solicitantes que tienen la finalidad de informar a la ciudadanía 

y que esos son los y las periodistas. Creo que las solicitudes de transparencia ingresadas por 

periodistas y medios de comunicación deberían ser puestas primeras en la fila, deberían ser tratadas 

con preferencia y evitar, por ejemplo, que ocurra que los organismos del Estado niegan información 

sabiendo que son periodistas los que lo están pidiendo y por lo tanto, asumiendo que su nombre va a 

ser ensuciado o mal utilizado la información. Esto ha pasado mucho si se hace una revisión, por 

ejemplo, de los amparos que revisa el Consejo, muchas de las veces que los periodistas piden 

información, su condición de periodista es utilizada para negar el acceso, y creo que es algo que 

deberíamos atajar y que no debería pasar nunca más. 

 

B) Entrevista a Pietro Sferrazza, investigador en el Centro de Derechos Humanos de la 

Universidad de Chile, 16 de octubre de 2024. 

 

1. ¿Qué lo motivó a solicitar información sobre las atenciones de salud durante el estallido social y 

cuáles eran sus expectativas en cuanto al acceso a esa información? 

 

Cuando solicité esa información, yo estaba a cargo de un proyecto de investigación en la Universidad 

Andrés Bello que se denomina “Proyecto Núcleo”, y era un proyecto interno de investigación de 

carácter interdisciplinario que llevaba a cabo con otros académicos de esa Universidad, 

principalmente de las Ciencias Sociales y de la Medicina. Uno de los aspectos del proyecto era 

intentar evaluar cuál había sido la reacción del Estado desde el punto de vista sanitario en términos 

de reparaciones en relación con las violaciones a los derechos humanos ocurridos en el estallido social 

y obviamente la primera información que recopilamos eran una serie de cifras que aparecían en la 

página Web del Ministerio de salud. Entonces lo que pensamos fue solicitar a las entidades de salud 

que nos entregaran la información de las atenciones de salud vinculadas con el estallido social, de 

manera desglosada con cierto grado de detalle. Entonces, el principal motivo fue intentar determinar 

cuál había sido la reacción del Estado en relación con la cuestión sanitaria, respecto de las violaciones 

a los derechos humanos, ocurridos en el estallido social y también solicitamos si existían protocolos 

de constatación de lesiones o protocolos de atención vinculado que tuvieran digamos estándares de 

Derechos Humanos cuando las lesiones hubiesen sido causadas por actos de violencia institucional. 
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2. ¿Cómo interpreta el derecho de acceso a la información en contextos de crisis sociales como el 

estallido social, y qué papel cree que juega en la rendición de cuentas tras violaciones de derechos 

humanos? 

 

Yo creo que el acceso a la información es clave en materia de violaciones masivas de Derechos 

Humanos y yo creo que ese papel en el marco del estallido social lo cumplió el Instituto Nacional de 

Derechos Humanos, entre otras entidades, y también creo que ciertas organizaciones de la sociedad 

civil, como el colegio médico o centro de estudiantes de las universidades de la Facultad de Derecho 

que atendían personas. Pero desde el punto de vista estatal, quién cumplió esa tarea fue el Instituto 

Nacional de Derechos Humanos. Todos recordaremos quienes vivimos el estallido, que el Instituto lo 

que hacía era otorgar casi diariamente o con cierta frecuencia reportes acerca de las afectaciones de 

Derechos Humanos y pese a tener un personal reducido, lograba entregar esos reportes con cierto 

grado de desglose, pese a la magnitud del fenómeno y pese a la emergencia, e iban desde las 

atenciones a los hospitales, visitas a las comisarías monitoreo de las protestas, presentación de 

denuncias y querellas. Pese a todo eso, lograban, conformar ciertos datos y comunicarlos a la 

comunidad. Entonces me parece que eso fue clave para que desde un primer momento nos 

percatáramos de la dimensión del fenómeno y luego hubo otras entidades de la sociedad civil como 

el colegio médico, por ejemplo, que desde muy tempranamente empezó a comunicar, toda la 

problemática de las lesiones oculares. Las universidades emitieron una serie de informes acerca de 

las características de los perdigones, por ejemplo, informaron que estos contenían metal y creo que 

fue determinante para que Carabineros en noviembre decretara la orden de que se dejaran de utilizar 

los perdigones. Así que sí, yo creo que el acceso a la información mientras está ocurriendo los hechos 

es clave y constituye, una base para que luego se pueda perseguir la rendición de cuentas ampliamente 

entendida. 

 

3. ¿Considera que la información entregada por la Subsecretaría de Salud Pública fue suficiente 

para comprender el impacto del estallido social? Si no, ¿qué barreras o dificultades encontró en el 

proceso? 

 

No, no fue suficiente. En un primer momento no me acuerdo si negaron o si me entregaron la 

información que era muy poco manejable, entonces tuve que presentar un amparo ante el Consejo. El 

Consejo para la transparencia me dio la razón, y emitió una resolución indicándole al Ministerio de 

Salud la información que me tenía que entregar, pero, el Ministerio de salud me hizo viajar desde 

Viña del Mar a Santiago para entregarme un pendrive, cuestión que podría haber hecho de otro modo, 

por ejemplo, subir la información a una plataforma como un drive, pero me hizo viajar y me entregó 

un sinnúmero de archivos PDF, de una manera muy desordenada. Estos archivos eran como una suerte 

de informes de las atenciones médicas que ocurrían en diferentes lugares del país. Sin embargo, esa 

información no era coherente y no era sistemática en los diferentes archivos, porque en el fondo se 

otorgaba de diferente manera, y probablemente también las cifras que en cada uno de esos archivos 

se describía, se obtenían mediante metodología distinta. Entonces, en opinión del sociólogo que 

conformaba el equipo del proyecto de investigación, consideraba que esa información no era 

trabajable desde el punto de vista metodológico y académico. Por ende, la duda que a mí me quedó 

es cómo el Ministerio de salud de la época comunicó esa cifra de número total de atenciones y en 

base a qué metodología llegó a esas cifras, y si esas cifras gruesas que se comunicaron públicamente 

fueron construidas con una metodología clara. En definitiva, a través de la solicitud de transparencia, 

no pudimos resolver esa pregunta de la investigación y no pudimos tener cifras claras acerca del 

número de atención. 

 

4. ¿Qué papel cree que debería desempeñar el Estado para garantizar la transparencia sobre el uso 

de la fuerza y otros temas relacionados en situaciones como el estallido social? 
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En relación con los estándares internacionales sobre el uso de la fuerza y particularmente las 

orientaciones sobre armas menos letales, estos indican que la transparencia es un estándar, por lo 

tanto, la comunidad debería conocer las características de esas armas, deberían sobre todo conocer 

cuáles son sus posibles consecuencias y deberían conocer la manera en que se comportan. Por lo 

tanto, a mi parecer, la transparencia es un estándar básico del derecho internacional de los derechos 

humanos en relación con el uso de la fuerza. Pero lo que ocurre en Chile es que muchas cuestiones 

vinculadas con el uso de la fuerza no son accesibles, en virtud de la causal de seguridad nacional. Si 

bien la causal de seguridad nacional es una causal que, desde el punto de vista de la ley de acceso a 

la información pública, le permite al estado restringir la entrega de información pública, me parece 

que la evaluación debería hacerse en cada caso concreto y a mi parecer, por lo menos desde el 

ejecutivo interpretan la causal de seguridad nacional de una manera demasiado amplia. Por lo demás, 

existen varios reglamentos policiales en relación con el uso y la fuerza, que son absolutamente 

secretos, que complementan otra reglamentación que sí es accesible, pero al ser secretos es muy difícil 

determinar cómo están regulados ciertos ámbitos del uso de la fuerza en Chile. Pero me parece que 

esa ponderación, por lo menos desde el Ejecutivo, desde las mismas entidades policiales, se realiza 

de una manera no tan favorable al acceso a la información pública, sino que es más favorable a la 

seguridad nacional, lo que me parece que es contrario a los estándares internacionales. En relación 

con el estallido general y con cualquier tipo de violaciones masivas a los derechos humanos, yo creo 

que es indispensable que los estados elaboren indicadores con perspectiva de Derechos Humanos. 

Naciones Unidas tiene una serie de estándares para la elaboración de indicadores y uno de los 

problemas que tiene la sociedad civil, pero que también tenemos los académicos es poder tener acceso 

a los indicadores. Esos indicadores a veces existen, pero no son públicos y no son de libre acceso para 

la comunidad de una manera que sea permanente y actualizada. Por otra parte, hay otros indicadores 

que derechamente no existen, por ejemplo, no tenemos un indicador acerca del total de víctimas, y 

esto obviamente debería construirse a través de algún tipo de proceso de calificación que se ha 

encargado en un órgano público. Podría ser, por ejemplo, algo así como una comisión de la verdad, 

pero eso no ha ocurrido. Entonces ese es el problema con los indicadores, si existen, no son de público 

acceso y derechamente hay otros que habría que construir. 

 

5. ¿Cómo evalúa el uso de la fuerza por parte de la policía durante el estallido social en relación 

con los estándares internacionales de derechos humanos, y cuál es la importancia de la 

transparencia para garantizar la rendición de cuentas en este ámbito? 

 

En relación a lo anterior, en términos generales, yo creo que la policía incurrió en violaciones 

generalizadas de Derechos Humanos en el marco del estallido social, y probablemente sistemáticas, 

aún cuando nos faltan antecedentes para comprobar esto. Pero la sistematicidad implica, entre otras 

cuestiones, la imposibilidad de que ciertos patrones de comisión hayan ocurrido por azar. Así que, en 

mi opinión, yo creo que también son sistemáticas. Pese a todo, creo que hubo un problema grave en 

relación con el uso de las armas menos letales, particularmente de los proyectiles de impacto cinético 

y de los irritantes químicos, comúnmente conocidos como gases lacrimógenos. Creo que no se 

emplearon en cumplimiento de los estándares nacionales e internacionales y creo que también hubo 

una serie de casos de torturas y tratos crueles, inhumano y degradantes, delitos sexuales y un número 

menor, pero de todas maneras relevantes de ejecuciones extrajudiciales en el marco del estallido, 

entonces, me parece que la actuación de la policía fue desastrosa, y que, frente a eso, la reacción de 

la judicatura ha sido relativamente endeble. Tenemos 53 condenas según la base de datos que yo 

manejo que ha sido elaborado por la sociedad civil. Tenemos pocas personas que estén cumpliendo 

pena efectiva de libertad, no hay ninguna condena firme al día de hoy por tortura. Hay una condena 

que todavía no está firme y en la mayoría de los casos el delito que se aplica es el de apremio legítimo, 

que es lo que en derecho internacional se conoce como tratos crueles, inhumanos y degradantes, y 
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que, por tanto, tiene una pena relativamente baja en consideración con la tortura por ende, permite la 

aplicación de sanciones alternativas a la pena privativa de libertad, como por ejemplo pena sustitutiva.  

 

6. ¿Qué mejoras propondría para los marcos normativos y jurídicos en Chile para garantizar una 

mayor transparencia y acceso a la información en contextos de crisis sociales y violaciones de 

derechos humanos? 

 

Creo que un problema son los plazos, es muy complejo obtener información sensible en un plazo 

razonable. En todos los casos en los que yo he solicitado información pública vinculada con el 

estallido, nunca lo he recibido de una manera íntegra y pertinente por parte del órgano público 

encargado, entonces siempre he tenido que recurrir al Consejo para la transparencia, y lo que implica 

que el órgano público me responda, luego la interposición del amparo ante el Consejo para la 

transparencia, la resolución de ese amparo por parte del Consejo y luego la demora que el órgano 

público o el plazo del órgano público se toma para poder cumplir con la resolución del Consejo, en 

todo ese proceso suelen transcurrir a lo menos 6 meses. Entonces una vez que obtengo la información, 

si se trata de cuestiones que están todavía en curso, es probable que esa información ya esté 

desactualizada en 6 meses o es probable que no me den la información actualizada al momento en 

que me la otorguen. Creo que también es un problema el hecho de que la ley de acceso a la 

transparencia no se aplique a ciertas entidades como el Ministerio público, y creo que también es un 

problema el hecho de que tampoco se aplique al Poder Judicial. Este último ha elaborado un acta en 

base al cual determina qué procesos judiciales son y no son reservados, y cuando el Poder Judicial 

determina que estas causas son reservadas, es imposible acceder a ellas, lo que obviamente dificulta 

la investigación académica. Entonces más allá de las soluciones, con esto, puedo dar cuenta de los 

problemas que yo he tenido como usuario, y como ciudadano que solicita acceso a la información 

pública. 

  

C) Entrevista a María Belén Bravo, coordinadora Jurídica en Amnistía Internacional Chile, 6 

de noviembre de 2024. 

 

1. En su experiencia, ¿qué tan efectiva ha sido la ley de transparencia para garantizar el acceso a 

la información en temas relacionados con derechos humanos? ¿Considera que la ley de 

transparencia es suficiente para proteger a la ciudadanía en términos de acceso a información en 

tiempos de crisis social?  

 

La ley de transparencia ha sido una herramienta útil para el ejercicio de mi trabajo y también para 

nuestra organización, cuya especialidad es la investigación, la comunicación y la incidencia en 

materias de DD.HH, por ello es fundamental contar con la información oficial.  Es un instrumento 

que nos acerca a las instituciones del Estado, que permite analizar cómo están operando y nos entrega 

una respuesta oficial y/o actualizada. Sin embargo, no todas las solicitudes reciben una atención y 

respuesta íntegra, en ocasiones las respuestas son ambiguas, deficientes o simplemente no se entrega 

la información requerida, en nuestra experiencia hemos observado que algunas instituciones como 

las FF.AA, Fuerzas del Orden Público y algunos ministerios es bastante complejo hacer solicitudes 

de información. La ley de Transparencia es una herramienta para acceder a la información, pero por 

sí sola no es suficiente, aún persisten obstáculos que impiden avanzar hacia una cultura plena 

de transparencia en el país, por ejemplo, el incumplimiento en los plazos de las solicitudes, 

la resistencia a publicar información mínima requerida por la ley.   

 

2. Desde una perspectiva de derechos humanos, ¿qué desafíos observa para la rendición de cuentas 

del Estado frente a las denuncias de violaciones de derechos humanos en el contexto del estallido 

social?  
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Los desafíos que se observan respecto a las 10.142 denuncias de violaciones de derechos humanos en 

el contexto del estallido social son aquellos que están relacionados con garantizar la justicia y 

reparación integral para las víctimas. A su vez, es fundamental el procesamiento de los responsables 

para evitar que estos graves delitos se sigan cometiendo por agentes policiales y que se promuevan 

entornos seguros para que las personas puedan ejercer el derecho a la protesta pacífica. No obstante, 

la responsabilidad no solo debe recaer en quien apretó el gatillo, sino que también deben 

rendir cuentas los mandos de Carabineros, pues no se trató de incidentes aislados, sino que hubo una 

responsabilidad de los altos mandos ya que debieron saber o deberían haber sabido que 

los funcionarios que estaban bajo su mando habían recurrido al uso ilegítimo y desproporcionado de 

la fuerza, de manera que el Estado debe asegurar la rendición de cuentas y evitar la impunidad.  

 

3. ¿Cuál ha sido el rol de Amnistía Internacional en la fiscalización y monitoreo de los casos de 

abuso policial y represión durante el estallido social en Chile?  

 

Amnistía Internacional realizó un trabajo de investigación en terreno durante las manifestaciones del 

estallido social. Este trabajo concluyó en un informe denominado “Ojos sobre Chile”, que se centró 

en el periodo del 18 octubre hasta el 30 de noviembre y abordó el uso excesivo de la fuerza por parte 

de Carabineros.  

Las principales conclusiones de Amnistía Internacional fueron:  

1) Carabineros hizo uso excesivo de la fuerza que implicó violaciones generalizadas al derecho a la 

integridad personal.   

2) Hubo información suficiente para exigir que se investigue penalmente la responsabilidad de altos 

mandos de la época.  

3) El rol del gobierno fue débil. Se posicionó la idea de que violar derechos humanos es un “mal 

necesario” para resguardar el orden público.   

 

Por otra parte, el informe entregó una serie de recomendaciones al Estado chileno, así como otros 

organismos internacionales y nacionales, pero las deudas siguen pendientes y nuestro rol ha sido 

instar al Estado a cumplir y avanzar en estas deudas y dar a conocer en distintas instancias los pocos 

avances al respecto.   

Desde Amnistía Internacional estamos constantemente publicando informes, notas de prensa, 

reuniéndonos con autoridades, asistiendo al Congreso, etc. para lograr que se avance en verdad, 

justicia, reparación, garantías de no repetición y memoria.  

 

4. ¿Considera que los organismos internacionales han logrado incidir de manera efectiva en la 

promoción de políticas de transparencia y rendición de cuentas en Chile? 

 

Considero que las organizaciones de derechos humanos y los organismos internacionales han 

realizado un trabajo relevante en continuar posicionando temas que las autoridades políticas no han 

querido abordar, se ha intentado en lo posible de acompañar a las víctimas y sus familiares 

otorgándoles espacios para ser escuchadas y entregar esos mensajes a las autoridades 

políticas. Constantemente las organizaciones como Amnistía Internacional y otras, elaboran informes 

con recomendaciones al Estado instándolo a avanzar o mejorar sus políticas respecto de los derechos 

de las personas.   

 

5. ¿Qué reformas o mejoras considera necesarias para fortalecer la ley de transparencia y adaptarla 

mejor a contextos de crisis social?  

 

Creo que la ley de transparencia requiere de ciertas mejoras en general, por ejemplo, garantizar el 

cumplimiento de los plazos en las respuestas a las solicitudes de información y llevar a cabo una 

interpretación estricta sobre las reservas de información. También, que se avance hacia sistemas de 
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monitoreo para asegurar el efectivo cumplimiento de las obligaciones de transparencia tanto activa 

como pasiva, considerando dimensiones adicionales, como la accesibilidad, calidad de la información 

y método de entrega. Fomentar el diálogo entre organismos públicos y actores de la sociedad civil 

para enriquecer las capacidades mutuas y generar nuevos insumos que permitan continuar impulsando 

el avance de esta política. Finalmente, la capacitación constante de funcionarias y funcionarios de la 

administración pública sobre acceso a la información pública y los derechos humanos.  

 

D) Entrevista a Carlo Benussi. Abogado de la Unidad de Normativa y Regulación del Consejo 

para la Transparencia y Profesor del curso Ley de Protección de Datos en el Sector Público, 

8 de noviembre de 2024. 

 

1. ¿Considera que existen barreras institucionales o normativas que dificultan el acceso a la 

información en casos de interés público? ¿Qué medidas considera necesarias para superarlas?  

 

En general la Ley de Transparencia ha generado, desde su entrada en vigor, un marco adecuado para 

el acceso a la información que obra en poder del Estado. Sin perjuicio de ello, una forma de seguir 

avanzando sería en mejorar los estándares de transparencia y supervisión de entidades que están fuera 

de la fiscalización del CPLT, como las entidades autónomas constitucionales, incluyendo el Congreso 

y el Poder Judicial. Otra medida sería avanzar con el proyecto de ley de transparencia 2.0. que está 

en el Congreso y que mejora, por ejemplo, en el acceso a la información de entidades sin fines de 

lucro que reciben fondos públicos.  

 

2. Dado su rol en la regulación y protección de datos, ¿cómo se maneja el equilibrio entre la 

privacidad de los individuos y el derecho de la ciudadanía a acceder a información pública?  

 

Mantener dicho equilibrio es muy relevante, particularmente ahora que la nueva ley de protección de 

datos trae cambios en este sentido y refuerza los derechos de los titulares de datos. Luego, hay que 

tener presente que la Ley de Transparencia ya considera causales de secreto o reserva que tienen por 

objeto justamente resguardar información que no debería ser pública, como cuando afecta derechos 

de terceros. Por último, hay que tener presente que estamos frente a un caso típico de conflicto de 

derechos fundamentales (derecho a la protección de datos frente al derecho de acceder a la 

información pública) y que, salvo que el legislador haya establecido una regla, el conflicto se debe 

resolver efectuando una ponderación bajo el principio de proporcionalidad en el caso a caso. 

 

3. ¿Cuál es su opinión sobre la denegación de acceso a información en casos que involucran temas 

sensibles o datos personales? ¿Considera que estas restricciones están bien fundamentadas o que 

deberían revisarse en ciertos contextos?  

 

Esos casos están previstos en la Ley de Transparencia, en el artículo 21 como causales de secreto o 

reserva, por lo tanto, son procedentes en nuestro ordenamiento jurídico. Si bien el derecho de acceso 

a la información es un derecho fundamental muy relevante en el contexto del régimen democrático, 

es un derecho no absoluto, por lo que debe ser debidamente compatibilizado con el resto de los 

derechos que reconoce nuestro sistema. 

 

4. ¿Cree que el uso de la Ley de Transparencia ha fortalecido la confianza y participación 

ciudadana en la gobernanza? ¿En qué medida responde esta ley a la demanda de mayor rendición 

de cuentas tras el estallido social?  

 

Absolutamente, la Ley de Transparencia ha sido clave en el desarrollo nacional por una mejor 

democracia y un Estado más abierto a la ciudadanía, que permita conocer información que antes 

estaba oculta, y poder efectuar un control del ejercicio del poder. Dicho avance se observa desde la 
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entrada en vigor de la normativa, cuestión anterior al estallido social y con su posterioridad, como lo 

vemos hasta la actualidad. Luego, hay que tener presente que, conforme las cifras que publica el 

CPLT periódicamente, el uso de la Ley de Transparencia y el Portal de Transparencia ha ido siempre 

en aumento, por lo que se puede observar que ha sido una herramienta que ha ido permeando en la 

ciudadanía a lo largo de los años. 

 

5. ¿Qué lecciones clave se pueden extraer de los casos en los que se denegó acceso a la información, 

y qué mejoras recomendaría para hacer más accesible y efectivo el uso de la Ley de Transparencia 

en temas sensibles?  

 

Esta es una pregunta muy compleja que requiere un análisis caso a caso de las denegaciones de 

información. Como usted puede observar de la jurisprudencia administrativa del CPLT, hay casos 

donde se acoge el amparo o en otros donde se deniega, ello, por aplicación de las causales de secreto 

o reserva que establece la ley, entonces a priori, no sería apropiado concluir que cada denegación 

constituye per se, o inmediatamente, algo negativo o algo contrario a la democracia. Como dijimos, 

el derecho de acceso a la información es un derecho que, si bien es extraordinariamente relevante, es 

un derecho no absoluto que debe ser debidamente compatibilizado con el resto de los derechos. Sobre 

las recomendaciones me remito a lo indicado antes, resulta clave avanzar en transparencia en aquellos 

organismos que no tienen un estándar similar al de toda la Administración, tales como los autónomos 

constitucionales, así como avanzar en el proyecto de ley de Transparencia 2.0 que busca introducir 

diversas mejoras a la ley que ya tenemos.  

 

E) Entrevista a Alexis Cortés. Doctor en Sociología y académico en la Universidad Alberto 

Hurtado, 29 de octubre de 2024. 

 

1. Desde su perspectiva como sociólogo, ¿cómo interpreta el estallido social en Chile en relación 

con los movimientos sociales y la exigencia de mayor transparencia por parte de las instituciones y 

el Estado? 

 

El estallido social es una expresión de descontento espontáneo del cual los movimientos sociales 

formaron parte, inyectándole parte de su contenido reivindicativo, pero sin conducirlo. A mi juicio, 

el estallido refleja la descomposición entre sociedad y política, en ese sentido el estallido es contra 

las instituciones y contra el Estado, pero no necesariamente por exigencia de más transparencia. Hay 

mucha desconfianza y cuestionamiento y posiblemente más transparencia ayude a reducir ambos, 

pero no está en el centro de los cuestionamientos. 

 

2. ¿Qué papel juegan las redes sociales en la organización de los movimientos sociales y en su 

demanda de transparencia, y cómo se puede fortalecer la participación ciudadana en este proceso? 

 

Las redes sociales son centrales en los movimientos sociales y expresan una ampliación de su 

repertorio de acción colectiva, son una forma de organización y de comunicación indispensable para 

su accionar. Ahora no estoy seguro que su demanda sea más transparencia, aunque efectivamente la 

política institucional se ve como algo ajeno o malo. La participación social es importante, bien se 

expresó sobre todo en el primer proceso constitucional, pero aún queda fuera de ese ámbito una parte 

importante de la población que no se ve convocada ni siquiera por los movimientos sociales. 

 

3. ¿Cuáles son los desafíos que enfrentan los movimientos sociales para lograr cambios 

significativos en la estructura de poder y en la transparencia institucional, considerando la historia 

de movilización social en Chile y las actuales demandas de acceso a la información? 

 



 

34 

 

Los movimientos sociales necesitan hablarle justamente a ese sector de la población que es más bien 

indiferente a la política en todas sus formas (institucional o extrainstitucional) y buscar formas de 

articulación que no sea meramente una agregación de demandas. 

 

4. ¿Cómo evalúa el impacto de la investigación académica en el debate público sobre el estallido 

social?  

 

Parte del mundo académico hoy se ha sumado al coro de arrepentidos del estallido social (quienes 

dicen que no lo apoyaron ni participaron). Otra insiste en las causas profundas del estallido, por 

ejemplo, el PNUD. Creo que se sigue notando la limitación del mundo académico para poder 

intervenir públicamente en estos debates. 

 

5. ¿Qué propuestas considera necesarias para mejorar la organización de los movimientos sociales 

en Chile y fortalecer su capacidad para exigir transparencia y rendición de cuentas a las 

instituciones? 

 

No estoy seguro de que los movimientos sociales estén preocupados de pedir transparencia. Respecto 

de su organización, creo que esa es una cuestión que solo le concierte a los propios movimientos, 

pero efectivamente deben procurar no darle la espalda a la política institucional con flexibilidad. El 

movimiento de pobladores lo resumía bien: con, contra y por fuera del Estado, según corresponda. 

 

6. Finalmente, ¿cómo visualiza el futuro de los movimientos sociales en Chile en el contexto de la 

lucha por la transparencia y la justicia social? 

 

Estamos viviendo un momento de reflujo social. La reducción del estallido a una cuestión delictual 

es la principal señal de eso, pero esa es una forma rápida de conjurar un nuevo estallido, 

probablemente con consecuencias más desastrosas para la institucionalidad. Los movimientos 

sociales tienen que ser capaces de inscribir el conflicto como parte de la vida democrática y como 

una forma de oxigenar las instituciones, en la medida que visibilizan demandas que el sistema político 

no ve o procesa simplemente como ruido. 


